
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  DE 30 DE OCTUBRE DE 2019. CRITERIOS PARA LA PRESUPUESTACIÓN Y PAGO DE  OBLIGACIONES  CORRESPONDIENTES AL MES DE DICIEMBRE.
Modalidad de informe: Informe general.
Área temática: Ejecución del gasto público. Contratación.
Informe vigente.
Con fecha 25 de marzo de 2010 por esta Intervención General se emite informe relativo a la tramitación de certificaciones de obra correspondientes al mes de diciembre. Realizados los estudios oportunos resulta que circunstancias análogas a las que dieron lugar a aquel informe se producen en otros expedientes de contratación, por lo que, con la finalidad de lograr una actuación homogénea en el ejercicio de la función de control, este Centro directivo considera necesario trasladar las siguientes indicaciones a las Intervenciones Delegadas.
CONSIDERACIONES

I. Una parte importante de la actividad del sector público requiere la tramitación de expedientes de gasto cuya normativa aplicable presenta una doble perspectiva: 
- Desde el punto de vista administrativo, los contratos se someten a reglas de procedimiento que se recogen en normas específicas, entre las que se encuentra la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.
- Desde el punto de vista económico, los contratos son una modalidad de gasto público y por lo tanto deben adaptarse al conjunto de normas y principios que rigen la política económica (estabilidad presupuestaria, eficacia, eficiencia…) y por lo que se refiere a su tramitación concreta, a las normas presupuestarias, que en el caso de la Comunidad de Madrid, serían fundamentalmente la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, la Ley de Presupuestos anual y la normativa de desarrollo de ambas.

El expediente administrativo determinará las condiciones, el plazo en el que se ha de llevar a cabo la actuación, el precio o cantidad a abonar y su forma de pago, mientras que el expediente de gasto asociado, cuya tramitación se lleva a cabo de forma simultánea, deberá recoger los trámites oportunos para que, en sus diferentes fases, quede reservado el crédito adecuado y en cuantía suficiente, de acuerdo con las normas que resulten de aplicación. 
Junto con estos dos bloques normativos básicos, existen numerosas normas generales o especiales
  que deben ser tenidas en cuenta en la tramitación administrativa, entre ellas las contables, en particular  la Orden de 22 de mayo de 2015, del Consejero de Economía y Hacienda, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Comunidad de Madrid.
II. Entre las normas económicas generales que han supuesto mayor impacto en la actuación de las Administraciones Públicas se encuentra la Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre, de control de la deuda comercial en el sector público, que parte de considerar que la sostenibilidad financiera, pilar básico para garantizar la estabilidad presupuestaria, no depende solamente del control de la deuda pública financiera, sino también del control de la deuda comercial. 

La Ley estableció una serie de medidas para evitar los retrasos en los plazos de pago a proveedores, dados los efectos negativos que se producen por el sobrecoste que supone pagar tarde, lo que genera un mayor compromiso de gasto para el futuro derivado de intereses de demora e indemnizaciones por costes de cobro, con un desplazamiento temporal que compromete recursos, lo que acaba generando una menor sostenibilidad financiera y, en consecuencia, inestabilidad presupuestaria.
Entre sus disposiciones se incluyó la modificación de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, para ampliar el concepto de sostenibilidad financiera, que a partir de entonces incluyó la deuda comercial, introduciendo el periodo medio de pago como expresión del volumen de esta deuda y estableciendo un sistema estructural, progresivo y automático de medidas a aplicar en los supuestos de desviaciones.

La norma es un claro mandato a las Administraciones Públicas para que en su gestión financiera se implementen todas aquellas medidas que resulten necesarias para garantizar el cobro en plazo por parte de sus proveedores.

La lucha contra la morosidad por sus efectos negativos sobre la estabilidad presupuestaria se había visto reflejada en la aprobación de normas anteriores como la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en operaciones comerciales y se complementó con otras Leyes como la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación del registro contable de facturas del Sector Público, cuyo objetivo era dar certeza de las facturas pendientes de pago o la propia Ley 9/2017, cuyo artículo 198 encuentra su antecedente en la modificación operada en su antecesora por la Ley 3/2004.
Todo este cuerpo normativo, en definitiva, exige a las Administraciones públicas unos procedimientos ágiles que permitan el pago a los proveedores en los plazos previstos. 
III. En el ejercicio de las  funciones de control se viene apreciando que los diferentes Centros gestores de gasto no realizan un tratamiento uniforme por lo que se refiere a la imputación del gasto al ejercicio presupuestario de los expedientes de contratación cuyo plazo de ejecución material de la prestación incluye el mes de diciembre, expedientes estos que presentan la misma problemática que la tramitación de las certificaciones de obra cuando por parte de la Intervención General se emite el informe de 25 de marzo de 2010 referido anteriormente.

La tramitación por parte de los centros gestores en los expedientes en los que el periodo de ejecución comprende el mes de diciembre sigue dos modelos:
1 - En aplicación de los artículos 45 y 57  de la Ley 9/1990
, que recogen que se imputarán al presupuesto las actuaciones realizadas “en el año natural del propio ejercicio presupuestario”, “siempre que correspondan a adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o gastos en general, realizadas dentro del mismo y con cargo a los respectivos créditos”, el gasto del mes de diciembre se reserva en la fase que corresponda con cargo al presupuesto del año en que se ejecuta la actuación. 

2- En aplicación de los artículos 39, 68 y 73
 de la Ley 9/1990, los créditos correspondientes a la ejecución del mes de diciembre se imputan al ejercicio siguiente mediante la tramitación de un expediente plurianual, puesto que:

· no pueden imputarse al presupuesto las obligaciones si no existe garantía o acreditación documental de su cumplimiento,  
· la fase de “reconocimiento de la obligación” se define como “la operación por la que se contraen en cuentas los créditos exigibles”.
Realizada la prestación por el tercero, la obligación deviene exigible cuando el órgano gestor ha comprobado que dicha prestación ha sido realizada íntegramente y a su satisfacción, de conformidad con las condiciones que rigen el contrato, exigibilidad que se producirá, por lo tanto, en el ejercicio siguiente.
IV. Las cuentas anuales deben suministrar información útil para la toma de decisiones económicas y constituir un medio para la rendición de cuentas de la entidad, por lo que la Orden de 22 de mayo de 2015, recoge la necesidad de que se redacten bajo los principios de claridad, relevancia, fiabilidad y comparabilidad. 
Por otra parte, la misma Orden establece los criterios de registro de los elementos en las cuentas anuales, es decir, su incorporación a la contabilidad. 

Por lo que se refiere al registro de los gastos deben diferenciarse dos aspectos: 

- desde el punto de vista económico-patrimonial , rige el principio del devengo lo que supone el reconocimiento contable en función de la corriente real de bienes y servicios que los mismos representan. 

- desde el punto de vista  presupuestario, el reconocimiento de la obligación no puede realizarse  hasta el momento en que se cumplen los requisitos de procedimiento establecidos por la norma.
El devengo es, por lo tanto, anterior al reconocimiento de la obligación desde el punto de vista presupuestario, pero el registro contable, por lo que se refiere a las prestaciones del mes de diciembre a las que nos venimos refiriendo, será diferente en función del vencimiento de las obligaciones:

- La cuenta 411 recoge las obligaciones no vencidas en fin de ejercicio derivadas de gastos devengados o bienes y servicios efectivamente recibidos durante el mismo.

- La cuenta 413 recoge las obligaciones derivadas de gastos realizados o bienes y servicios recibidos para las que no se ha producido su aplicación a presupuesto, siendo procedente la misma.
V. Analizada la normativa presupuestaria de forma aislada resulta que existen argumentos que soportan las diferentes posibilidades de imputación de crédito llevadas a cabo por los centros gestores de gasto, tal y como se ha expuesto, pero lo cierto es que el actuar de las Administraciones públicas debe ajustarse también al marco normativo posterior de obligado cumplimiento citado, es decir el conjunto de normas que regulan la estabilidad presupuestaria de las Administraciones Públicas.

Los principios generales de eficacia y eficiencia en la gestión del gasto público exigen seleccionar de entre todos los procedimientos viables, aquel que mejor se adapte al objetivo de no morosidad, y que mejor permita cumplir los plazos de pago, teniendo en cuenta que lo contrario genera gasto asociado por intereses de demora e indemnizaciones que, si no se toman las medidas de corrección oportunas, desencadena procedimientos de ajuste y depuración de responsabilidades totalmente indeseables. 
Las Administraciones Públicas deben adoptar una posición activa, eligiendo aquellos procedimientos que permitan que los datos de ejecución presupuestaria se ajusten a la realidad, garantizando que no se incumpla el objetivo de estabilidad presupuestaria, que tal y como hemos señalado anteriormente está directamente vinculado con la buena gestión de la deuda comercial.

En el supuesto concreto al que nos venimos refiriendo, la tramitación de un gasto plurianual resulta más adecuada, puesto que de acuerdo con las normas que regulan la apertura del ejercicio
, los procedimientos de reconocimiento de obligaciones de estos expedientes pueden realizarse de forma  inmediata y con un grado de certeza de disponibilidad de crédito mayor que la derivada de compromisos de gasto que quedan en fase AD en el ejercicio corriente y cuyo importe, lógicamente, no se ha previsto en los presupuestos del ejercicio siguiente.
Debemos añadir, por último, que la elección de un criterio homogéneo en la tramitación de expedientes que presentan las mismas circunstancias es necesaria además para el cumplimiento de los principios que rigen la contabilidad de la Comunidad de Madrid.
CONCLUSIONES
Este Centro Directivo, en consecuencia, teniendo en cuenta:

1º.- Que para que la obligación pueda reconocerse desde el punto de vista presupuestario, esta debe ser exigible y en el caso de que sea bilateral, dicha exigibilidad depende de la comprobación y acreditación documental de la adecuada realización de la prestación, que, en consecuencia, será siempre posterior a la finalización de su plazo de ejecución. 

El devengo y la exigibilidad de la obligación determinará el registro de la operación en la cuenta que corresponda.
2º.- Que el reconocimiento de la obligación correspondiente al mes de diciembre, cuando este mes se incluye en el plazo de ejecución, no puede realizarse con cargo al presupuesto del ejercicio en el que se realiza la actuación.

Esta situación puede provocar que el reconocimiento de la obligación en el ejercicio siguiente pudiera dilatarse, al depender de la determinación de la existencia de remanente o de la imputación a otros créditos de dicho ejercicio, cuyas cuantías y cuya finalidad es otra, obligando a realizar modificaciones presupuestarias, y en definitiva exigiendo la tramitación de procedimientos administrativos que se dilatan en el tiempo, produciendo riesgo de incumplimiento de plazos de pago obligatorios.

3º Que no existe impedimento para la tramitación como plurianuales de los expedientes que incluyen prestaciones en el mes de diciembre cuya obligación ha de reconocerse en el ejercicio siguiente dada la existencia de trámites administrativos obligatorios, puesto que el artículo 55 de la Ley 9/1990, no establecen limitaciones asociadas a la ejecución de la prestación, si bien, sí resultarán aplicables las limitaciones de porcentajes y número de anualidades previstas en la Ley 9/1990, en los términos previstos por esta.

Establece los siguientes criterios de actuación de las Intervenciones Delegadas en los expedientes que incluyan ejecución material de actuaciones en el mes de diciembre: 
1.- Los expedientes de gasto que incluyan en su ejecución material el mes de diciembre de un ejercicio, para los que se haya dispuesto un procedimiento de aceptación o de comprobación mediante el cual deba verificarse la conformidad de los bienes o los servicios con lo dispuesto en el contrato, se tramitarán como plurianuales, imputando el importe correspondiente al mes de diciembre con cargo a los créditos del ejercicio siguiente.

2.- La existencia de un certificado de conformidad de la prestación fechado antes de la finalización del periodo de ejecución de la actividad será objeto de reparo fiscal.

3.- El criterio expuesto en el presente informe será de aplicación a los expedientes plurianuales y de reajuste de anualidades cuya tramitación se inicie a partir de la fecha de su firma.

4.- Los Interventores Delegados que en el ejercicio de sus funciones de control conozcan a través de cualquier documento la existencia de expedientes ya tramitados que pudieran encontrarse en la situación descrita en el presente informe, pondrán en conocimiento del órgano gestor la posibilidad de llevar a cabo un reajuste de anualidades, de acuerdo con lo previsto en el apartado 4 del artículo 15 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, que atribuye a la Intervención la competencia para hacer constar en sus informes aquellas observaciones que entienda pueden mejorar el proceso de gestión.
� Como ejemplo podemos citar la  Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la  Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, o la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación del registro contable de facturas en el Sector Público, entre otras muchas.


� Artículo 45.


El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural. Cuando las operaciones a realizar por los Organismos Autónomos mercantiles, las Empresas o los Entes Públicos, estén vinculadas a ciclo productivo distinto, que no podrá ser superior a doce meses, se realizarán los ajustes que sean necesarios. 


Al ejercicio presupuestario se imputarán:


a) Los derechos reconocidos durante el mismo cualquiera que sea el período de que deriven,


b) Las obligaciones reconocidas hasta el fin del mes de diciembre del correspondiente ejercicio, siempre que correspondan a adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o gastos en general, realizadas dentro del mismo y con cargo a los respectivos créditos.





Artículo 57.


“1. Con cargo a los créditos del estado de gastos de cada presupuesto sólo podrán contraerse obligaciones derivadas de adquisiciones, obras, servicios, y demás prestaciones o gastos en general que se realicen en el año natural del propio ejercicio presupuestario.


(2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se aplicarán a los créditos del presupuesto vigente, en el momento de la expedición de las órdenes de pago, las obligaciones siguientes: 


b) Las derivadas de compromisos de gastos adquiridos y contabilizados en ejercicios anteriores).”


� Artículo 39.


1. Las obligaciones de pago son exigibles de las Instituciones y de la Administración de la Comunidad y de sus Organismos Autónomos cuando resultan de la ejecución de los Presupuestos Generales de la Comunidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54, apartado 3,  de esta Ley, de sentencia judicial firme o de operaciones de Tesorería legalmente autorizadas. 


2. Si dichas obligaciones tienen por causa las prestaciones o servicios a la Administración, el pago no podrá efectuarse si el acreedor no ha cumplido o garantizado su correlativa obligación.


Artículo 68.


1. La gestión económica y financiera de los créditos se desarrollará reglamentariamente y se concretará sucesivamente en las siguientes fases, que comprenden el proceso del gasto:


c) Reconocimiento de la obligación es la operación por la que se contrae en cuentas los créditos exigibles contra la Administración comunitaria, reconociendo que ésta queda obligada frente a un tercero a cumplir una prestación dineraria.


Artículo 73.


Previamente al reconocimiento de las obligaciones con cargo a los Presupuestos Generales de la Comunidad, habrá de acreditarse documentalmente ante el órgano competente la realización de la prestación o el derecho del acreedor, de conformidad con los acuerdos que en su día autorizaron y comprometieron el gasto.


No obstante, y de acuerdo con las instrucciones que dicte el Consejero de Hacienda, podrá eximirse este requisito, sin perjuicio de su posterior acreditación, en aquellos casos en que por imperativos de normas de obligado cumplimiento no resulte posible su exigencia.








� La norma vigente a fecha de firma es la Orden de 25 de septiembre de 2019, del Consejero de Hacienda y Función Pública, por la que se regulan las operaciones de cierre del ejercicio y cierre contable para 2019, artículo 19.
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